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			Prólogo

			Por Rubens Bayardo1

			Como se plantea en este libro, las políticas culturales en Argentina han tenido muchos vaivenes, que involucran además las variaciones en los grados de interés que despiertan las investigaciones al respecto y las temáticas específicas estudiadas. Durante cierto tiempo el enfático ensalzado de la gestión cultural ha oscurecido y pareció reemplazar a las políticas culturales, confinándolas a ser un tema de cenáculos. En sus distintas variantes, el neoemprendedurismo cultural ha tendido hacia la producción de eventos más o menos efímeros, aparentemente sin políticas culturales. Y continúan pesando el diagnóstico común que “en Argentina no hay políticas culturales” y el recuerdo de las palabras de un ministro del área: “La cultura no tiene prioridad para el gobierno ni para mí”. En contraposición a ello este libro adopta una perspectiva de políticas culturales públicas, entendiéndolas como procesos y productos de un vasto entramado de actores sociales que trabajan en la reelaboración, comunicación y resignificación de la materia simbólica en sus diversas expresiones. Esto implica el involucramiento de agencias oficiales y no oficiales, privadas, asociativas y comunitarias con desiguales capacidades e incidencias, interactuando en distintos niveles nacionales, sub y supranacionales en desequilibrio y no necesariamente en coordinación.

			El libro aborda asuntos fundamentales de las políticas culturales en Argentina: historia, gobernanza y federalismo, incluyendo las mismas nociones de cultura y de políticas culturales, las problemáticas del área en general y las cuestiones sectoriales y transectoriales. Lo hace atento a un contexto mundial de globalización financiera y de concentración económica, en el que, junto con las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, proliferan las producciones y los subrayados culturales. El libro traza un panorama amplio del desarrollo de las políticas culturales nacionales, así como de iniciativas provinciales y locales, preguntándose por las articulaciones, las correspondencias, las autonomías y los conflictos entre estos niveles, apuntando certeramente a la médula organizativa del país, el siempre debatido federalismo en su contraposición real o ficticia con el centralismo. Y pone esas tensiones en relación con los niveles supranacionales y con los discursos transnacionales que circulan en los ensamblajes globales contemporáneos, señalando las improntas de los procesos de “arriba a abajo” (top down), de “abajo a arriba” (bottom up) y del policy transfer en las políticas culturales.

			Quiero resaltar las propuestas de historización de los contextos y de las políticas culturales argentinas que hacen los autores, algo imprescindible para sentar bases comunes de discusión y avanzar hacia sistematizaciones que identifiquen elementos nodales, permitiendo trazar continuidades y discontinuidades, persistencias y emergencias. Aun extendiéndose a los tiempos largos, el libro se concentra en las últimas décadas, que procuro esbozar aquí como invitación a profundizar en su lectura. Durante el alfonsinismo, se destaca el papel de la cultura en la democratización política y en la recuperación del espacio público, con el Plan Nacional de Cultura e iniciativas como el Prondec, que dieron cuenta de las densas imbricaciones entre cultura y política. Durante el menemismo, se refiere al avance de desistimiento neoliberal del Estado nacional y de descentralización administrativa sin recursos, de privatizaciones y concentración económica, de transnacionalización de las empresas de cultura y comunicación y de irrupción de nuevos consumos culturales y divisiones sociales. En este marco, con la Constitución Nacional de 1994 se establecieron nuevos derechos y se instituyeron configuraciones subnacionales regionales y locales. La perspectiva de la cultura como mercancía y como economía coexistió con el impulso de la legislación cultural y con el pasaje desde la formulación de planes federales de cultura hacia la creación de numerosos institutos y fondos de financiamiento por (sub)sectores, algunos de ellos promovidos con activa participación del quehacer cultural.

			Con la crisis de 2001 y la poscrisis, el libro reporta el giro neodesarrollista (que algunos autores caracterizan como “a la izquierda”) acompañado por nuevos movimientos sociales y prácticas artísticas que, asociados a la expansión de los derechos, de las tecnologías y de las redes culturales, implicaron otras formas de vinculación y de participación de los actores con relación al Estado. Estas resultaron en algunos casos fecundas e innovadoras, y en otros apenas vías de cooptación, territorialización y legitimación del poder central en apoyo u oposición a los poderes provinciales y locales. Cierta descentralización estuvo acompañada por gastos centralistas desproporcionados, especialmente en infraestructuras de gran magnitud en el Área Metropolitana de Buenos Aires. En la segunda década del siglo, los textos remiten al impacto del reflujo neoliberal con el desfinanciamiento y la devaluación de la institucionalidad cultural, la (dis)continuidad de programas y el impulso al neoemprendedurismo encuadrado en una pregonada despolitización, promotora de variadas declinaciones previas de la “creatividad” (economía, industrias, distritos, clusters). Y también la falta de consistencia institucional para corregir la precariedad laboral/vital de los trabajadores culturales que dejó a la vista el encierro durante la pandemia, la que a la vez aceleró la plataformización y el agudizamiento de los impactos de una convergencia digital ya durante décadas regulada en forma insuficiente y mutable.

			Creo que si bien la tendencia visible y persistente ha sido convertir a la cultura en recurso económico y en herramienta de comunicación (sobre todo a partir de lo digital), lo prevalente tanto en retóricas conservadoras como progresistas continúa siendo el eje de la legitimación. Al papel de la cultura en la legitimación del Estado nación, de gobiernos y de formas de ciudadanía, ya tradicional, se le añadió la legitimación por la cultura de nuevas formas de subjetividad en dinámicas de mercados y de consumos cambiantes y volátiles. Tales transformaciones involucran una creciente institucionalización cultural, pero también desinstitucionalizaciones, en parte por usos de lo colectivo como mecanismo promotor de mayores individuaciones (des)politizadas y en parte por entornos políticos elusivos de resortes del Estado y derechos ciudadanos. Estos procesos se entraman con un balanceo institucional entre al menos dos vectores. Por un lado, cierto conservadurismo cultural inherente a la existencia de infraestructuras que mantener, normas establecidas y plantas de personal difíciles de modificar, que perduran (y con frecuencia hay que agradecerlo) más allá de los breves turnos de los funcionarios políticos. Por el otro lado, la búsqueda de transformaciones sociales, generalmente impulsada desde perspectivas de una cultura de clase media educada urbana, que adopta distintas representaciones de lo popular y de lo universal con apropiaciones en diversos sentidos, tanto reaccionarios como contestatarios, pero sin alcanzar la pluralidad.

			Como apunté más arriba el libro aborda al sector cultural en general, pero también en (sub)sectores particulares como los del teatro, las artes visuales, el libro, las culturas comunitarias, y en la intersectorialidad y la transectorialidad, que involucran asimismo las industrias culturales y de la comunicación redefinidas por la convergencia digital y las así llamadas “industrias creativas”. Es interesante el contraste que se hace visible en los textos entre la existencia de una institucionalidad cultural central ya casi centenaria y los reiterados cambios en su nivel administrativo, su organización interior, sus programas y sus responsables, los que dificultan su afianzamiento, continuidad y estabilidad. Ello se debe en parte a la muy escasa autonomía del campo cultural, pues la política lo organiza con formas de ordenación que apelan a politizaciones y despolitizaciones drásticas, que inhiben la problematización de sus cuestiones en términos propios y específicos (finalmente estamos hablando de políticas culturales). Esto se une a una falta de jerarquización que trascienda lo retórico y que se efectivice en un mayor porcentaje del presupuesto nacional destinado al sector, acorde al parámetro internacional del 1% del total. También en fortalecer resortes federales y descentralizadores que por permanecer volubles e imprecisos entorpecen las interlocuciones interjurisdiccionales y en promulgar una legislación general aggiornada que habilite sistematicidad y consistencia en las políticas culturales. Pero esto no puede atribuirse simplemente al poder central sino al juego del conjunto de los actores involucrados.

			La institucionalidad cultural argentina combina el modelo francés de un ministerio central que encabeza el sector como responsable primario, con el modelo anglosajón del arm’s lenght donde el Estado delega las decisiones sobre fondos públicos de financiamiento de las artes y la cultura, en manos de organismos específicos y de entidades independientes. Al primigenio Fondo Nacional de las Artes se unieron muchos otros fondos vinculados al cine, el teatro, la música con un doble efecto. Por una parte, una mayor federalización de la acción cultural en los territorios provinciales y por otra, una corporativización y eventual cristalización de las políticas, disgregadas y despegadas de perspectivas holísticas, de debates y de valores comunes que las orienten. También recientemente, con relación a los avatares de la globalización y del neoliberalismo y a sus afinidades electivas, se advierten tendencias hacia la modernización, con el pasaje de políticas culturales nacionales hacia políticas culturales territoriales donde crecen iniciativas regionales y locales, en ocasiones con mejores créditos presupuestarios que en el nivel central. En este último, se evidencia cierto énfasis en la formación de actores y gestores culturales y en la generación de informes, estadísticas y cuentas fiables del sector que permitan conocerlo en su heterogeneidad, pero faltan datos, en especial de (sub)sectores específicos, y el nivel de consolidación es todavía alto para conseguir profundizar en las realidades locales. En el nivel subnacional los sistemas de información cultural son prácticamente inexistentes.

			Creo importante destacar el aporte que hacen distintos textos del libro al trabajar con clasificaciones y tipos ideales que, sin pretender ajustarse a ningún caso real, funcionan como herramientas heurísticas para elaborarlos. Así sucede con los paradigmas de políticas culturales delimitados en 1987 por Néstor García Canclini: el mecenazgo liberal, el tradicionalismo patrimonialista, el estatismo populista, la privatización neoconservadora, la democratización cultural y la democracia participativa. Tales constructos mantienen su valor interpretativo y los análisis con estos límites tipológicos han permitido clarificar sus ablandamientos, sus cruces y sus simultaneidades en la complejidad de las situaciones concretas. Así nos encontramos en el libro con tipos de políticas culturales democratizantes, democráticas y recursistas, y con tipos de participación asociadas a la excelencia, la democratización, la democracia y la economía creativa. Pero también con otros tipos: de circuitos teatrales (oficial, comercial, independiente, comunitario), de editoriales independientes (autogestionadas sin retribución, autogestionadas con retribución, empresas con beneficios), de espacios de artes visuales (públicos, privados, privados ligados al enoturismo), de convergencia digital (perspectivas tecnoeconómicas y de derechos ciudadanos; lógicas neoliberales y enfoques democratizantes y de democracia participativa). Estas clasificaciones no solo contribuyen a mapear los territorios y los actores sociales específicos indagados por los autores, sino también a relevar cuántos fenómenos y prácticas revelan emergencias, divergencias, hibridaciones, excepciones.

			El libro también contribuye a pensar con nueva luz nuestros contextos, al introducir una perspectiva frecuente en los países avanzados de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y poco transitada en Latinoamérica, la de la gobernanza, que es parte de teorías políticas que (junto a teorías organizativas del new public management) han recibido críticas por el papel concedido a los criterios de gestión empresarial privada en los asuntos públicos. Los autores la abordan y discuten de distintas maneras. En mi perspectiva, es claro que los procesos de globalización involucran el reordenamiento de los límites entre lo público y lo privado, colocando al Estado como un actor más en las negociaciones entre múltiples agentes, con un papel acotado a ser un facilitador que libra la regulación a la prevalencia de los mercados. No obstante, como se constata empíricamente en la actualidad, la forma Estado-nación sigue manteniendo la centralidad constitutiva que le confiriera el orden post Westfalia. En tal sentido creo que la importancia de esta categoría conceptual de gobernanza reside en su vinculación con las complejas tramitaciones de las soberanías, las subsidiariedades y las complementariedades entre los niveles subnacionales, nacionales y supranacionales en los procesos de integración regional confluyentes en la construcción de la Unión Europea. A la luz de los desarrollos contemporáneos en la Argentina y considerando las tensiones en la conformación federal y en la descentralización (administrativa, política, fiscal, financiera, cultural) en la integración del país, ella adquiere especial relevancia para pensar estos problemas.

			Los autores presentan casos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Córdoba y Mendoza, así como referencias a Salta, Jujuy, Tucumán y otras localidades del país donde se pone en juego un tipo de análisis multinivel y multiagencia. Esto era hasta hace poco impensable en nuestro medio, dada la centralidad real y atribuida del nivel nacional y la menor relevancia de lo provincial y lo local. Ello acompañado de una menor intervención de instancias subnacionales como las regiones y/o supranacionales como las iniciativas latinoamericanas e iberoamericanas, así como de centralismos locales que dejaban poco espacio legítimo de acción fuera de la imitación. En un contexto donde pueden entreverse más actores, más demandas y derechos, más espacios físicos y virtuales, más niveles y magnitudes de interacción y de articulación, los autores nos invitan a considerar los múltiples, distintos y desiguales agenciamientos. Indagan en territorios que trascienden lo meramente distrital y donde es preciso pensar dinámicas de agencia (del agente) y de paciencia (del paciente) cuya actividad y pasividad son relativas, mutuamente influyentes y generan consecuencias no buscadas que producen nuevos escenarios. A la vez, no puede obviarse que mientras el Estado, a fin de mantener el monopolio de la fuerza pública y de la fiscalidad y su misma autoridad encuentra presiones para centralizar, en el contexto argentino persisten formas de sujeción familiares, patriarcales y patronales, gamonalismos y caciquismos que lo atraviesan y torsionan profundamente.

			Por todo lo expresado, entiendo que cabe dar una calurosa bienvenida a esta publicación sobre las políticas culturales en Argentina, a los trabajos que la componen, a los esfuerzos de la compilación y a la labor de edición. También celebrar que el libro reúne autores con relevantes y distintas formaciones disciplinares y experiencias de trabajo, quienes realizan investigaciones empíricas, fundadas y documentadas, basadas en datos primarios, secundarios y amplias revisiones bibliográficas. En los textos construyen, describen y analizan sus objetos de estudio, se plantean interrogantes, argumentan sus respuestas, a la vez que abren nuevas preguntas. Atentos a los vaivenes globalizantes, a las huellas indelebles de la situación colonial y a la heterogeneidad multitemporal de nuestras realidades sociales, procuran no hacer generalizaciones que descuiden las particularidades. Los autores muestran de qué están hechas sus afirmaciones y con ello nos permiten ver sesgos, convergencias, discrepancias, así como reflexionar y tomar posiciones respecto a sus asunciones y sus asertos. Al igual que cualquiera soy más afín con algunos abordajes que con otros y seguramente este prólogo podría incluir más consideraciones y clivajes. Estos quedan en manos de los lectores, quienes creo que como yo agradecerán haber leído este libro.

			

			
				
					1 	Doctor en Filosofía y Letras, Área Antropología, UBA. Docente e investigador en economía de la cultura, políticas culturales y gestión cultural en diversas universidades de Iberoamérica. Director de la Especialización en Gestión Cultural y Políticas Culturales, IDAES-UNSAM.

				

			

		

	
		
			Introducción y marco histórico

		

	
		
			Introducción

			[ Mariano Martín Zamorano ]2

			A partir de los años sesenta, los primeros estudios sistemáticos sobre la política cultural estuvieron influenciados por el policy analysis y la economía de la cultura. Abordaron la acción cultural del Estado como una política de asignación de recursos, focalizando en sus procedimientos, su planeamiento estratégico y sus ciclos (Gray, 2010; Rodríguez Morató, 2012; Poirrier, 2011). En Latinoamérica, a finales de la siguiente década las investigaciones precursoras en este ámbito siguieron la misma línea y se caracterizaron por una aproximación de tipo descriptiva, frecuentemente de evaluación de la política y de corte institucionalista de los casos nacionales, que fue promovida por la Unesco (Puig y Martínez, 1977; Sarusky y Mosquera, 1978; Da Silva Oliveira, 1979; Herrera, 1978; Harvey, 1977). Estos trabajos reflejaron asimismo una preocupación sobre la necesidad de una integración regional mediante esta política3.

			En la siguiente década, bajo el influjo de tradiciones del pensamiento latinoamericanista, los estudios culturales y la teoría crítica, la teoría de la política cultural comenzó a desarrollar modelos propios (Zamorano et al., 2014). Esta política pública fue repensada como un espacio de disputa por la hegemonía en un sentido gramsciano, atendiendo particularmente a cómo se despliega en los ejes de relación élite-pueblo (García Canclini, 1983, 1987, 1988; Monsiváis, 1985; Landi, 1984, 1987). Se estableció también un diálogo con la teoría anglosajona, asentada sobre los modelos ideales de política cultural (liberales, intervencionistas, corporativistas) e inspirados en el desarrollo de ciertas tradiciones estatal-nacionales a lo largo de la modernidad (Zimmer y Toepler 1999; Mulcahy, 1987; Hillman-Chartrand y McCaughey, 1989). No obstante, dichas tesis regionales cuestionaron la normatividad implícita en la teoría europea, particularmente en relación con su recurrente trasfondo eurocéntrico en la interpretación de la dimensión constitutiva de la política cultural.

			Este campo de estudios ha tenido un marcado desarrollo desde entonces. En las últimas décadas, los enfoques mencionados fueron acompañados por nuevas lecturas teórico-metodológicas provenientes de la sociología, la historia o la antropología, que avanzaron en el estudio de las relaciones entre las organizaciones del Estado y los actores sociales en juego (Rodríguez Morató, 2012). Dichas perspectivas atendieron asimismo a los múltiples mecanismos simbólicos de influencia y de institucionalización de regímenes de valor propios de la acción cultural pública, interpretados en un sentido antropológico pero también desde la perspectiva de disputa ideológica. De este modo, las prácticas culturales situadas, las relaciones de poder en torno a la acción cultural del Estado y, desde los años noventa, sus formas de gobernanza, fueron ganando espacio como objetos de estudio en este campo.

			El presente libro representa un trabajo interdisciplinar y colaborativo de catorce académicas y académicos especializados en diferentes ámbitos y dimensiones de las políticas culturales nacionales. Examina dichas políticas públicas desde una mirada relacional donde confluyen elementos de las diferentes tradiciones teóricas mencionadas anteriormente. Si bien desde una aproximación nacional-sistémica, el conjunto incorpora diversos estudios de caso que aportan claridad sobre las bases meso y micro del fenómeno. Se analiza la política cultural en su dinámica institucional y su evolución histórica, así como sus distintas filosofías constitutivas y formas de participación social. De esta manera, el texto se alinea con el planteamiento de Arturo Rodríguez Morató (2012), donde la política cultural es situada como un “sistema de relaciones” entre actores que actúan en un mismo ámbito político-territorial. Se estudian las redes y dinámicas de poder de las que participan actores de este sistema, en su dimensión histórica, sus bases constitutivas y sus formas de gobernanza.

			Tras la presente introducción y una aproximación al desarrollo histórico de la política cultural, los textos se organizan en cuatro bloques: el normativo, el de gobernanza, el correspondiente al sistema multinivel y, finalmente, el sectorial.

			Un primer eje analítico desarrollado en el libro se relaciona con la historia del sistema de la política cultural. Esta contribución busca considerar posibles “decantaciones” y cristalizaciones en los procesos de larga y media duración y estudiar cómo influyen en la orientación y capacidad actual del sistema. En este sentido, algunos textos (véanse Zamorano, Bordat, Fernández) señalan una evolución histórica reciente donde se producen grandes transformaciones. El período alfonsinista se caracteriza por la reconstitución del sistema institucional y un avance de la planificación estratégica, pero con escaso impacto territorial. Seguidamente, en el período menemista, se advierte una creciente disputa entre el Estado y una parte clave de los sectores culturales organizados en un terreno de retracción del apoyo público al sector cultural (ver Szpilbarg y Riveiro). En cambio, desde el 2003 –y particularmente desde el 2011– se produce la ampliación e institucionalización de esta política pública a nivel estatal (véanse Irisarri, Gutiérrez, Mendes Calado y Bizberge). También se da la integración de sectores ya movilizados y de diversos agentes comunitarios a un marco de intervención más democratizante y sistemático en la implementación efectiva de diversos programas. No obstante, en los distintos capítulos del libro se advierte cómo este proceso supone diversas continuidades en el marco de una disputa histórica entre visiones liberales (presentes en sus diversas formas desde el siglo XIX y que derivaron en nuevas lecturas liberalizantes de la política cultural durante el macrismo, 2015-2019) y otras de base estratégica populista o ciudadanista, en juego desde mediados del siglo XX.

			En segunda instancia, el libro examina la política cultural en sus orientaciones normativas, ideológicas y constitutivas. En este marco se analizan tanto ciertos marcos regulatorios “ordenadores” del sistema como distintas políticas relacionadas con la definición de cultura nacional a ser promovida desde el Estado, en su rol como dispositivo de conformación de lo social. El texto de Bordat destaca la importancia de dicha base ideológico-constitutiva, implícita o explícita, y su conformación como espacio de disputa política que trasciende el campo cultural. Mientras que el eje de “politización” de la cultura en el alfonsinismo fue el cambio de la llamada “cultura política” en una dirección de consolidación democrática, el período kirchnerista también propone una visión “extensa” de lo cultural que supone un vínculo entre cultura nacional-popular y factores de inclusión social como el trabajo o la participación comunitaria. Tras un período marcado por esta lógica –como también señala Gutiérrez, reflejada en políticas con un cierto alcance territorial–, la filosofía de la política cultural macrista representó una innovación de pretensión “despolitizante”, caracterizada por un rol facilitador del Estado bajo la narrativa de la meritocracia de los agentes que participan en el “ecosistema creativo”. Estos diversos planteamientos forman parte del repertorio de filosofías de política cultural en disputa en la actualidad.

			Por otra parte, los marcos político-regulatorios de convergencia digital examinados por Bizberge constituyen un dispositivo estatal central en la circulación de la cultura. El estudio aborda las divergencias y tensiones detalladas por la autora entre dos grandes orientaciones de esta política, una en sintonía con la lógica de liberalización comercial y otra centrada en el intercambio digital como derecho. Los diferentes períodos analizados entre 1996 y 2022 ponen de relieve el marcado peso de los actores “tradicionales” y oligopólicos en esta política y la ausencia de una perspectiva política transversal en torno a la convergencia digital. En un contexto donde las grandes plataformas de Internet y los actores transnacionales poseen un peso creciente en la circulación de la producción cultural nacional, los programas públicos implementados han demostrado limitaciones en la introducción de mecanismos soberanos de promoción y redistribución de capital cultural y económico.

			Como un tercer eje de ordenación normativa del sistema, el libro toma en consideración el federalismo de la política cultural. La gobernanza multinivel del sistema se ve inscrita en determinados marcos de articulación federal que son muy explicativos del alcance de la política cultural argentina. Prescribe, por tanto, su capacidad relativa de favorecer dinámicas de participación, construcción o ejercicio de derechos culturales (Zamorano et al., 2018). En este sentido, el trabajo de Escribal (y también los de Pino y Sánchez, y Fernández), señala una carencia de mecanismos estables de articulación federal y empuje federalizante, a pesar de los diversos proyectos establecidos desde los años setenta. En este escenario, recientemente, programas de base comunitaria como Puntos de Cultura (PDC) (ver Gutiérrez y Escribal), que implicaron la consecución de determinados reajustes para alcanzar una mayor coordinación multinivel, estuvieron condicionados a nivel sistémico y territorial. Por tanto, el capítulo posiciona el limitado federalismo como una de las barreras claves para la promoción de formas de participación basadas en una eficiente convergencia multinivel, lo que limita el desarrollo de los actores productivos del sector.

			El libro también aborda la política cultural desde la perspectiva de su gobernanza. Este análisis atiende a la creciente diversificación de los ámbitos de actuación de la política cultural pública y la consecuente complejidad de la red de relaciones intergubernamentales y asociativas donde se despliega (Cherbo y Wyszomirski, 2000). Ciertas externalidades negativas de la orientación emprendedora de la política cultural asumida desde hace cuatro décadas y los efectos de la instrumentalización de lo cultural como activo de la llamada política creativa –centrada en ámbitos productivos afines al sector cultural “tradicional” como el turismo–, llevaron a los actores públicos y también a la teoría de la política cultural a reconsiderar la cuestión de la participación social (Rius-Ulldemolins et al., 2019; Virolainen, 2016). La noción de gobernanza permite avanzar en la comprensión de los marcos políticos donde se ejerce dicha participación. Esto requiere ir más allá de ciertas formas de intervención “de abajo hacia arriba” prescritas por la llamada Nueva Gestión Pública, y frecuentemente pensadas desde la lógica eficientista y de administración neoempresarial de lo público (Peters, 2004). En otra dirección, Le Galés (1998) ha definido la gobernanza como “un proceso de coordinación de actores, grupos sociales e instituciones para alcanzar objetivos claros que se discuten y definen colectivamente en entornos fragmentados e inciertos”. En esta perspectiva, el instrumento de política pública es un dispositivo técnico, pero también social, que organiza relaciones sociales concretas entre el Estado y sus destinatarios (ciudadanos, actores sociales, públicos o empresariales), en el marco de la representación y los significados que dicho instrumento conlleva.

			Al examinar las diferentes formas de gobernanza de la política cultural argentina abordadas en el libro desde la perspectiva de Le Galés, es posible destacar la emergencia de una nueva trama de actores en torno a políticas culturales específicas. Como evidencia el trabajo de Gutiérrez, las estrategias de articulación de una gobernanza de base comunitaria en la política cultural tuvieron incidencia en su estructura legal, programática y alcanzaron un cierto carácter federal. El desarrollo del programa Puntos de Cultura desde 2011 puso en evidencia dicho proceso y su alcance diferencial en función de variables como la promoción de los órganos públicos de participación (consejos municipales, etc.) o la existencia de un capital social territorial que dé lugar al sostenimiento y profundización de dichas políticas. No obstante, la autora también identifica prácticas tendientes a la “neutralización” política y autolegitimación del aparato estatal en este marco. El caso cordobés patentiza dinámicas de acción pública donde la incidencia de la intervención comunitaria se ve limitada a lo retórico y, en su forma efectiva, a ciertas formas “colaborativas” de acceso a la cultura.

			Por otra parte, en el mismo período se concretan nuevas formas de articulación y de gobernanza entre Estado y mercado cultural mediante el caso del programa Mercado de Industrias Culturales Argentinas (MICA, 2011), analizado por Irisarri. El MICA supone otra innovación en las formas de vinculación del Estado con estos sectores, acompañando el avance del sector independiente y autogestionado de la producción cultural tras la crisis del 2001, que propició el establecimiento de instrumentos de gobernanza “de abajo hacia arriba” para el desarrollo industrial. Irisarri destaca que se trata de una política adaptada a nuevos modos de producción y trabajo cultural, desjerarquizados y volátiles, que generó espacios de convergencia intersectoriales, federales y público-privados más allá de la gran industria. Del mismo modo, se advierte cómo la reformulación del programa a lo largo del período macrista (renombrado como Mercado de las Industrias Creativas) implicó una búsqueda de resemantización del rol del sector público al interior del programa que sirvió de base a nuevas representaciones sobre su gobernanza por parte de los actores implicados.

			Avanzando en el análisis del sistema multinivel de política cultural, el capítulo de Pino y Sánchez aporta un esclarecedor análisis sobre la política cultural provincial. La taxonomía del campo mendocino de las artes visuales (espacios privados y públicos) en sus vínculos con la acción cultural pública revela la baja institucionalidad y precariedad de una política crecientemente sujeta a la actividad turística. La descripción de las diversas tipologías de actores, fórmulas de gobernanza y coordinación multinivel demuestra asimismo la pobre capacidad de desarrollo de políticas públicas federales (ver también Escribal). Por otra parte, las autoras describen un escenario de pobre y desigual desarrollo de capacidades humanas en el ámbito de la gestión cultural a nivel provincial y local, la existencia de dinámicas clientelares y opacas que dificultan la intervención social, y una marcada inestabilidad en el sistema. También se advierte una escasa planificación estratégica y una desconexión provincial-nacional en la coordinación multinivel.

			De modo coherente con lo anterior, Mendes Calado dibuja un mapa de la gestión de la cultura por parte de los gobiernos locales que muestra una realidad fragmentaria, vinculada en parte a la demografía y capacidad productiva de cada municipio. A pesar de su creciente peso presupuestario y de la importancia productiva, patrimonial e identitaria de las administraciones territoriales, el área de cultura exhibe un desigual tratamiento por cada gobierno local. Como describe el autor, si bien en el marco de una tendencia general hacia una mayor autonomía y capacidad de acción pública por parte de los gobiernos locales (confirmada por Escribal), su desarrollo y sus isomorfismos en las últimas dos décadas corresponden, en muchos casos, a transferencias centro-periferia, a su vez estrechamente relacionadas con procesos de construcción del área de gestión en gobiernos locales específicos.

			Continuando con este análisis de las formas de despliegue territorial de la política cultural y sus actores clave, Zarlenga examina el caso de las políticas culturales urbanas de la Ciudad de Buenos Aires durante el gobierno de Mauricio Macri (2007-2015). Como pone de relieve este estudio, la condición de capitalidad de este territorio combinada con su amplio despliegue de recursos y capacidad de permeabilidad a las tendencias internacionales, legitimaron a la administración de la ciudad en la generación de proyectos de “ciudad creativa” desde inicios del siglo XX. El análisis de las valoraciones y prácticas valorativas en juego en el desarrollo de distritos creativos, basado en el caso de Barracas, permite identificar las tensiones axiológicas clave en torno a esta política. En este sentido, su orientación neoemprenedora pone en tensión valores de desarrollo económico, que pueden contener valoraciones de corte social, con otros de tipo lucrativo-especulativo, que a su vez remiten a diferentes interpretaciones valorativas. No obstante, la preservación de la identidad barrial y la protección patrimonial, en su oposición al avance del desarrollo lucrativo empresarial derivado de esta política cultural, aparecen como valores desatendidos por los mecanismos públicos de participación social.

			Finalmente, dos políticas sectoriales que son clave en el desarrollo de las políticas culturales argentinas, la teatral y editorial, son analizadas en profundidad. La detallada elaboración de Fernández sobre el recorrido, los actores y la orientación de la política cultural dedicada al teatro, revela el desarrollo de una gobernanza donde los sectores organizados de las artes escénicas han asumido un rol central desde los años noventa. La actividad del Estado, la legislación provincial y el grado de desarrollo de sus agencias de financiación suponen en el sector teatral una mayor capacidad de acción federal que en otros sectores artísticos (como las artes visuales; ver Pino y Sánchez). No obstante, Fernández identifica la existencia de determinadas jerarquías estéticas, tensiones intersectoriales, prácticas clientelares y dinámicas burocráticas (como la dimensión administrativa de la política de subvenciones) que limitan la capacidad democratizante de este despliegue4.

			Por otra parte, el examen de la política cultural editorial Opción Libros (vigente en CABA desde 2006), desarrollado por Szpilbarg y Riveiro, pone de relieve primeramente el peso de este gobierno local en el conjunto del país con respecto a los recursos e instrumentos de gestión (ver también Escribal). Indica asimismo un anclaje específico del gobierno local con los marcos internacionales bajo la premisa de la “bibliodiversidad” como respuesta a la crisis del sector editorial independiente. El texto describe una respuesta inicial de la administración a la concentración de este sector industrial mediante el acompañamiento de la “resistencia” de un conjunto de actores y empresas del sector (alineado, en este sentido, con la lógica del MICA), y el apoyo a la edición y la difusión activa de las publicaciones y librerías. No obstante, el análisis de la evolución del programa realizado por las autoras advierte cómo, desde el año 2015, coincidiendo con el cambio de gobierno a nivel nacional, profundizó su orientación neoemprendedora, priorizando aquellas actividades vinculadas al marketing sobre el apoyo directo a la producción.

			En su conjunto, el libro describe el desarrollo de una compleja trama de relaciones que, en ciertos casos, asume la forma de una gobernanza cultural diversificada. La misma se despliega en torno a políticas en diversos niveles, como aquellas que apuntan a problemáticas sociales y constitutivas (la perspectiva de género o la diversidad cultural), sectoriales (la citada política teatral o la editorial), transectoriales (el MICA o, en cierta forma, la política de convergencia digital o la política de distritos creativos) o que se constituyen con el foco puesto en la tipología de actores sociales, como las iniciativas de base local o comunitaria (Puntos de Cultura o el Plan Nacional Igualdad Cultural). Dada la multiplicidad de actores sociales considerados por dicha política, su extensión e institucionalización a nivel nacional se alinea con un modelo con horizonte socialdemócrata, es decir, con una cierta capacidad de intervención sobre la estratificación social y una mayor universalización del sistema de servicios culturales. Asimismo, el modelo busca promover determinados dispositivos de participación que trascienden las lógicas de acceso y que plantean desafíos en cuanto a su capacidad efectiva de activar mecanismos comunitarios, asociativos o de autogestión local.

			No obstante, dicha orientación general se ve desdibujada en su limitado alcance territorial debido a factores que incluyen el escaso presupuesto dedicado a cultura en los niveles central y provincial, la ausencia de infraestructura cultural federal, las limitaciones de los mecanismos de coordinación federal de los gobiernos provinciales o la pervivencia de diversas desigualdades centro-periferia y “cortocircuitos” en la articulación multinivel (que, por ejemplo, limitan el alcance sectorial de esta política en el interior del país; ver Pino y Sánchez).

			Otro elemento que complejiza dicho modelo es el relativo mantenimiento de una histórica inestabilidad institucional, que se refleja en aquellas medidas o programas que pueden enmarcarse en políticas de Estado y que suponen una planificación estratégica. Esto fue parcialmente confirmado en las degradaciones y discontinuidades de políticas como Puntos de Cultura, los Fondos Municipales de las Artes o las artes escénicas durante el macrismo. Más allá de cambios materiales concretos en dichas políticas, esta divergencia supone una disputa por el sentido de la política cultural y su gobernanza, en cuya base se encuentran algunos de los significantes identificados por Bordat, Irisarri y Bizberge. Se trata de esquemas político-ideológicos que buscan orientar la acción pública. Mientras el enmarcamiento de la política cultural peronista, dominante actualmente a nivel estatal, se asienta sobre el eje de dicotomización elitización / democratización popular y derechos culturales, con alusiones a lo comunitario, la narrativa liberal se ha organizado en torno al binomio degradación populista-clientelar / modernización basada en la creatividad y la innovación económica. En este marco, las tácticas de disputa política de base cultural tensionan la limitada autonomía del campo cultural y buscan apuntalar los significantes utilizados en el debate público.

			En síntesis, es posible afirmar que, en un escenario marcado por los mencionados antagonismos políticos y la debilidad institucional de la política cultural, en las últimas dos décadas se ha producido un cierto proceso de autonomización de esta política al interior de los gobiernos locales y provinciales, y la apertura de nuevos espacios (o dinamización de las dinámicas de “arriba hacia abajo”) de asignación de derechos culturales. A pesar de las dinámicas corporativistas identificadas, la progresiva consolidación de la trama de actores que forman o han formado parte de una compleja gobernanza, fuertemente vinculada a una nueva oleada de movilización social y sectorial ocurrida desde mediados de los años noventa (evidenciada en el papel de las organizaciones del sector teatral o de artistas independientes para esta política a inicios de los 2000), supone un nuevo escenario para el desarrollo de la política cultural como política pública en la Argentina.
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			Las tramas históricas de la política cultural en Argentina (1810-2019)

			[ Mariano Martín Zamorano ]

			La teoría de las políticas culturales se ha nutrido del análisis histórico en la construcción de sus modelos y marcos analíticos fundamentales (Miller y Yúdice, 2004). En América Latina, la literatura examinó la historia político-cultural local para comprender su singularidad y desarrolló tesis específicas al respecto (García Canclini, 1987, 1977, 2005). Esto la llevó a tener una especial consideración por lo nacional-popular, el corporativismo estatal, los procesos de intervención comunitaria en la acción pública y su papel en las disputas por la hegemonía y la descolonización (Sarlo, 1994; Yúdice y Miller, 2004; Mato, 2002; Arizpe, 2001). Desde esta perspectiva, García Canclini (1987) identificó seis regímenes político-culturales en la región: el mecenazgo liberal, el tradicionalismo patrimonialista, que “segrega” la cultura indígena, el estatismo populista, aludiendo a diversos procesos revolucionarios que ejercieron una “defensa paternalista” de la identidad popular-nacional desde el Estado, la privatización conservadora de los años sesenta y setenta, que despliega un control de los sectores populares mediante la transferencia “controlada” de la iniciativa cultural al sector privado, y la democratización cultural y la democracia participativa, asimilables en su definición a los paradigmas europeos de la democratización cultural –focalizado en promover el acceso a la cultura legitimada– y democracia cultural –con una perspectiva más plural de la participación cultural y los repertorios estéticos a ser impulsados por el Estado– (García Canclini, 1987; Urfalino, 1996).

			En Europa, el desarrollo institucional de las políticas culturales nacionales fue el espejo en el cual se reflejaron los modelos teóricos. La creación del Arts Council of Great Britain (1946) y del primer Ministerio de Asuntos Culturales (1959) francés han sido situados como acontecimientos clave en la institucionalización de la política cultural pública en Europa (Urfalino, 1996, pp. 13-14). Ambos eventos representan la cristalización de dos modelos de intervención estatal en este campo: el liberal y el centroeuropeo. En el marco de la Guerra Fría, Hillman-Chartrand y McCaughey (1989) distinguieron el llamado “Estado facilitador”, del mecenas, el arquitecto y el ingeniero. Estos modelos se diferencian por el creciente nivel de control y de acción directa del gobierno sobre las agencias culturales, la incidencia relativa de esta política en los procesos de construcción nacional y el rol que el Estado otorga al sector privado en el desarrollo del campo cultural (Mulcahy, 1998). Tras la caída del Muro de Berlín, Zimmer y Toepler (1996, 1999) remitieron esta clasificación a tres modelos ideales: el liberal, orientado a establecer los marcos para el desarrollo del campo artístico desde una perspectiva meritocrática centrada en la “excelencia artística”, el centroeuropeo, con servicios culturales públicos donde el valor social de la cultura ocupa un eje central, y el nórdico, donde la política cultural bienestarista encuentra su base en una mayor intervención comunitaria. En las últimas décadas, la política cultural mundial ha ido evolucionando hacia modelos mixtos y diversos en términos constitutivos y sectoriales (Schuster, 1987; Dubois, 1999).

			En este capítulo nos proponemos caracterizar el modelo y las orientaciones estratégicas de la política cultural argentina, a partir del estudio de sus disposiciones históricas. Pretendemos situar las trayectorias y singularidades actuales de este proyecto institucional, analizando sus esquemas y dinámicas de larga duración y considerando las “realidades sociales” que les sirven de contexto (Braudel, 1970, p. 29). El análisis focaliza principalmente en cinco elementos: el rol de la acción pública en la construcción nacional, los niveles de intervención del Estado en el sector cultural privado, su grado de federalismo, sus mecanismos de participación social y comunitaria y, finalmente, los repertorios identitarios y estéticos promovidos por la acción pública. Señalamos asimismo aquellos acontecimientos político-sociales y económicos que resultan clave para comprender la decantación de ciertas tradiciones estatales y transformaciones históricas fundamentales. Si bien no se trata de un análisis sociohistórico en toda su complejidad y extensión, el estudio destaca ciertos procesos que operan en la explicación de las distintas orientaciones de la política cultural nacional.

			Historia y orientaciones de la política cultural en Argentina

			Antecedentes de las políticas culturales nacionales: 1810-1880

			La política cultural argentina se asienta sobre una serie de preceptos que sirvieron de base a su desarrollo político en el siglo XIX y que moldearon su inicial orientación civilizatoria y centralista. El rudimentario esquema institucional de la política cultural conformado tras la independencia se vio condicionado por las continuas guerras civiles y disputas entre los distintos proyectos monárquicos, constitucionales y corporativistas de las élites gobernantes. Los posicionamientos de las juntas constituyentes con respecto al modelo de Estado y la dinámica de conflicto unitarismo-confederalismo serían clave en este proceso.

			En este escenario, hacen aparición una serie de instituciones que tuvieron entre sus misiones gestionar la cultura desde el ámbito educacional con foco en la Ciudad de Buenos Aires (Grimson, 2005). Esto incluyó la creación de la Biblioteca Pública de Buenos Aires en 1810, por la Junta Gubernativa de las Provincias del Río de la Plata. O la constitución de la Universidad de Buenos Aires en 1821, que sirvió de impulso para las artes (Trostiné, 1950). Por otra parte, se establecen entidades de promoción cultural con intervención o apoyo oficial y con una fuerte impronta de la inmigración, como la Sociedad Literaria (1822-24), que tuvo integrantes del interior del país, o la Academia de Música y Canto, fundada en 1822 por Virgilio Rabaglio (Brandalise, 2012).

			Tras el rosismo, que supuso una “interrupción” en este proceso (Bruno, 2009), y con la aprobación de la Constitución Nacional (CN) (1853), se produjo un avance en las políticas culturales (Bayardo, 2008, p. 24). Esto se tradujo en el desarrollo de la enseñanza artística y la incipiente especialización sectorial de la política patrimonial. El artículo 41 de la CN reguló la protección de los bienes culturales nacionales y la educación pública (arts. 5, 14 y 57). Además, la creación del Ministerio de Justicia, Culto e Instrucción Pública (MJCP, 1854-1898), antecedente del Ministerio de Educación, brindó un marco para el desarrollo de nuevos programas pedagógico-culturales (Dosio, 2014).

			En este nuevo marco, la élite porteña reforzó los dispositivos estatales de consagración y promoción artística y literaria. En 1857 se inauguró el Teatro Colón en la provincia de Buenos Aires (Cabana, 2009). Su edificio inaugural, dedicado a la ópera –y trasladado a edificio actual en 1908–, serviría de reivindicación de poder cultural y modernidad para las élites de este territorio. En el plano literario, la Academia Argentina de Ciencias y Letras (1873) representó la institucionalización de la promoción lingüística y del estudio de la literatura nacional (Barcia, 2002; Bruno, 2009). Por su parte, la política de fomento de las artes visuales se intensificó a partir de los años setenta, cuando se creó la Sociedad Estímulo Bellas Artes (1876). Desde un enfoque centralista y eurocéntrico en torno al desarrollo artístico nacional, se dispusieron becas de la administración de la provincia de Buenos Aires y del MJCP para la formación en el exterior (García Martínez, 1985; Zarlenga, 2014). Estas políticas apuntalaron el proceso de renovación del campo político-cultural –como parte de la incipiente generación de un aparato del Estado capaz de centralizar y distribuir capital ideológico y burocrático– (Bourdieu, 1980).

			Pero estas medidas tendrían un escaso alcance social e implantación territorial. A finales de siglo, la política de fomento de la educación artística en los Colegios Nacionales o la política bibliotecaria del gobierno de Domingo Faustino Sarmiento, sustentada en la creación de la Comisión Nacional de Bibliotecas Populares (Ley N° 419, 1870), representaron casos aislados de ampliación del campo de acción sociocultural del Estado5 (Planas, 2017). De este modo, en su conjunto, se trató de un desarrollo institucional que seguiría la tendencia de las primeras políticas culturales de la región, asentadas sobre la base de los modelos educación civilizatoria y positivista, de mecenazgo liberal, en este caso débil y discontinuo, y del tradicionalismo patrimonial (García Canclini, 1987).

			El período 1880-1910: política cultural civilizatoria y formación nacional

			Las políticas culturales de cierre de siglo supusieron el avance del proyecto positivista de la generación del 80, junto con la centralidad racista de la cultura ilustrada dirigida por un régimen oligárquico, y la disputa nacionalista en el marco de una profunda transformación económico-social (Botana, 1977; Rapoport, 2003). La literatura ha vinculado la orientación y el grado de desarrollo de la política cultural a inicios del siglo XX con el significativo impacto de la inmigración en el imaginario y en las dinámicas socioculturales locales (Conti, 2009; Bertoni, 2001). En este sentido, tras la “Conquista del Desierto”, el Estado sistematizó su rol de promotor del nacionalismo cultural, por ejemplo, a través de los símbolos o fiestas patrias (Bertoni, 2001, p. 77)6. En este proceso de fortalecimiento de la nación cultural, los distintos gobiernos atenderían de modo limitado a la creciente complejidad de la cultura popular local, o la asumirían desde perspectivas exotizantes o racistas (Adamovsky, 2021, p. 17).

			La política cultural desarrolló nuevos instrumentos que acompañaron los procesos sociales mencionados y el desarrollo del mercado cultural en el país, por ejemplo, con el despegue del sector editorial (1880-1899) (Aguado, 2006) o con el avance de la formación artística y artesanal manual, orientada a secundar el proyecto industrial y exportador de las élites gobernantes (Dosio, 2014). La creación del Museo Nacional de Bellas Artes (1895) o las becas para viajes al exterior durante el gobierno de José Evaristo Uriburu (1895-1898), estimularon la educación y la circulación artísticas (García Martínez, 1985). Desde 1897, los programas de becas serían competencia de la nueva Comisión Nacional de Bellas Artes, cuya función fue fomentar “aquellas tendencias que son causa civilizadora, factor de riqueza y gloria nacional” (Comisión Nacional de Bellas Artes, 1899, p. 64).

			Se constatan asimismo innovaciones en la política literaria, teatral y patrimonial de la mano de las élites vinculadas al Estado, como la emergencia de la política de Museos Nacionales (Carman, 2013). La creación de la efímera Academia Argentina de la Lengua (1910-11), que replicó a su par española desde un enfoque hispanófilo (Altamirano y Sarlo, 1983), se inscribe en un nuevo momento en el desarrollo del sector literario. En un campo cultural dominado por la transmisión oral y escrita, la lengua sería un instrumento clave en el proyecto político-cultural del país, donde las tendencias internacionales cobraron mayor centralidad (Lauria, 2017). De la mano del enorme flujo inmigratorio, se diversifica y consolida la oferta teatral, que incluyó la creación del Teatro Odeón (1891) de Buenos Aires.

			La institucionalización de la política cultural entre 1910 y 1946: entre el nuevo proyecto conservador y la diversificación sociocultural

			Este período encuentra al país en un escenario caracterizado por el desarrollo industrial vinculado al sistema agroganadero. El Estado asume una mayor capacidad de acción, principalmente derivada de los impuestos a las importaciones y de los bienes de capital del comercio internacional (Rapoport, 2003). En este marco, los gobiernos radicales (1916-1930) impulsaron un cierto revisionismo de las bases constitutivas de la política cultural. Establecen entonces instituciones como la Escuela Nacional de Arte (1919), el Conservatorio Nacional de Música (1924), y el Cuerpo de Baile del Teatro Colón (1925) (Bayardo, 2008). Una parte importante de las políticas culturales seguirían vinculadas con el ámbito educativo y patrimonial, por ejemplo, mediante la Ley N° 4874 (1921). La norma dispuso que el Consejo Nacional de Educación coordinara a los maestros de las escuelas primarias provinciales para “recoger el material disperso en prosa, verso y música que constituye el acervo del folklore argentino”. Por su parte, en el ámbito patrimonial, la Ley N° 9080 (1913) reguló la protección de las ruinas y patrimonio nacional paleontológico y arqueológico (Podgorny, 2000). Centrada en el desarrollo científico local, permitió asegurar la jurisdicción federal sobre estos asentamientos.

			Seguidamente, las políticas culturales estuvieron lideradas por los diversos regímenes conservadores, cuya expresión característica fue la dictadura de José Félix Uriburu (1930-32). El giro esencialista y excluyente del proyecto nacional diseñado por diversos grupos económicos y militares en el poder profundizaría su conflictividad con respecto a dos corrientes políticas. Por un lado, con una parte del liberalismo político e intelectual y, por otro, con diversas corrientes subalternas, de corte socialista y anarquista, acompañadas por una creciente organización sindical (Rapoport, 2003). En el marco de estas tensiones, del avance tecnológico y de la conformación de una clase media con creciente capital cultural, se advierte una diversificación de los campos político-cultural e intelectual (Sarlo, 1997; Pasolini, 2005; Larraz Elorriaga, 2011; Tedesco y Cardini, 2007).

			El período de la denominada restauración conservadora (1930-1943) estuvo caracterizado por la institucionalización de la política cultural y por el fortalecimiento de sus ejes sectorial y constitutivo. Se crean entonces la Dirección de Artes Plásticas y la Dirección de Música y Arte Escénico del Ministerio de Justicia e Instrucción Pública (MJP, 1898-1949). Un elemento clave en este desarrollo fue el crecimiento del mercado de la industria cultural, principalmente editorial y audiovisual a partir de la década del treinta (De Diego, 2010; Mahieu, 1966), que acompañó la expansión de la radiofonía ocurrida desde la década anterior (Ulanovsky et al., 1995). En 1931 fue creada la Academia Argentina de las Letras, que sustituyó a la institución predecesora (1910) y cumplió diversas funciones en la reglamentación del lenguaje y en la promoción de la literatura nacional bajo la impronta de la dictadura de Uriburu (Glozman, 2013). El régimen administró dicha organización de modo corporativista para reafirmar un nacionalismo antipopular desde el campo literario.

			En 1933, durante el gobierno de coalición liderado por Agustín Pedro Justo (1932-1938), se estableció la Comisión Nacional de Cultura. Dicha institución señala un punto de inflexión en la política cultural y una primera base de articulación federal del sistema. Es asimilable a los Consejos de la Cultura, como el Arts Council of Great Britain fundado por John Maynard Keynes (1946). Tuvo como objetivo proponer al Poder Ejecutivo premios y becas de orden artístico e intelectual. El órgano estuvo integrado por doce miembros que representaban a diversas instituciones artísticas y a los distintos sectores culturales del país. De esta manera, persiguió la promoción de la cultura nacional a nivel local e internacional (Ley N° 11.273, art. 69).

			La actividad de la comisión reflejó las cambiantes concepciones nacionalistas de los miembros y partidos que la integraban (Niño Amieva, 2007). La preocupación por la democratización de la cultura entre la clase trabajadora ganaría peso en su seno. En esta línea, en 1932 el gobierno estableció la compra de libros para el sistema educativo y de bibliotecas nacionales (Naciff, 2006). No obstante, este proyecto de “democratización cultural” se desarrolló entre 1927 y 1943 desde un “nacionalismo restaurador”, de derechas e influenciado por el fascismo, que estuvo muy presente en su carácter ideológico (Buchrucker, 1987). En este contexto, su política adoptó un discurso hispanista, intervencionista y de promoción del federalismo en la producción artística e intelectual nacional. Entre otras acciones, como el establecimiento de distintos premios artísticos, la comisión dispuso la creación del Teatro de la Comedia Nacional (1933), en el antiguo Teatro Cervantes, y el Conservatorio Nacional de Arte Dramático (Shirkin, 2018). En la misma línea, en 1936 se fundó la Academia Nacional de Bellas Artes, con una misión transversal, orientándose al fomento de las artes visuales, pero también de la música, la arquitectura y el urbanismo, y que estuvo inicialmente vinculada a la formación en artes aplicadas y “productivas” (Ariza, 2013).

			Ya en 1940 se estableció la Comisión Nacional de Museos y de Monumentos y Lugares Históricos de Argentina, con el objetivo de valorizar y proteger el patrimonio cultural en todo el territorio nacional. Su ley de creación (N° 12.665)7 concretó la expropiación de monumentos u obras artísticas de interés público e impuso restricciones para su uso y explotación. Se producen también innovaciones en la conformación de Museos Históricos Nacionales (Saítta, 2012). Así, para Conti (2009), el período 1910-1940 corresponde a la construcción del concepto de patrimonio en el país, con un foco en la reivindicación del héroe histórico y los grandes acontecimientos de la organización nacional.

			Paralelamente, tuvo inicio un nuevo ciclo en la interpretación y consideración de la tradición folclórica en la política cultural. En 1943 se estableció el Instituto Nacional de la Tradición (INT) (Decreto N° 15.951) como un departamento del MJP destinado a investigar y poner en valor este patrimonio. Contó con miembros de todo el país y realizó estudios sobre el patrimonio de diversas regiones (Noroeste Argentino o el Litoral de Buenos Aires). Además, retomó los debates sobre la identidad nacional desde una perspectiva romántica e Hispanista, donde lo indígena sería asumido como anómalo o exótico (Cattaruzza, 2001; Crespo y Ondelj, 2012).

			Como parte de este proyecto conservador y nacionalista, la censura no solo afectó a organizaciones y medios anarquistas y socialistas o al movimiento obrero, sino también a las artes (Ferreira, 2000). La regulación de los “delitos de imprenta” en 1932 precedió al Reglamento de Radiocomunicación (1933)8. La proscripción del lunfardo entre 1933 y 1953 y su censura en el tango ilustran la naturaleza elitista y tradicionalista del proyecto político-cultural del período (Fraga, 2006; Iribarren Castilla, 2009)9. Por ejemplo, bajo el régimen de Pedro Pablo Ramírez (1943-1944) se instauró la censura radiofónica para las letras de tango escritas en lunfardo o al “vesre” (Resolución N° 6869).

			El desarrollo de las políticas culturales con el peronismo (1946-1955)

			La institucionalización de las políticas culturales en la Argentina se consolida y diversifica durante los dos primeros gobiernos de Juan Domingo Perón. Esta etapa dio lugar a la federalización y democratización del acceso a la cultura en el país, mediante políticas por primera vez activamente dispuestas a la participación de las clases populares (Bucci, 2017). Igualmente, ciertas líneas de la acción pedagógica y propagandística del peronismo seguirían la estela del gobierno de facto precedente en la construcción de una nueva hegemonía.

			El ámbito educativo tendría ahora un ministerio propio, independiente de las competencias en cultura o “instrucción pública”. En 1948 el gobierno estableció la Subsecretaría de Cultura. La misma centralizaría y coordinaría todas las dependencias culturales del Estado existentes hasta el momento: la Biblioteca Nacional, la Comisión de Bibliotecas Populares, la Comisión de Monumentos y Lugares Históricos, la Comisión de Cultura10 (órgano consultivo) y el Teatro Cervantes. Este proceso coexistió con una cierta descentralización de la acción político-cultural que dotó de mayores recursos a algunos gobiernos locales (Bucci, 2017). El presupuesto nacional en el área de cultura se triplicó entre 1945 y 1949, en el marco de un diseño programático que, pese a priorizar la promoción de la alta cultura, manifestó una innovación: el acento en la diversificación de las políticas orientadas a la producción y al consumo culturales (Fiorucci, 2007, p. 6).

			La Subsecretaría de Cultura desarrolló diferentes programas que pusieron especial énfasis en la promoción de las manifestaciones populares, folklóricas y de las prácticas artísticas amateur, tanto mediante el sistema de instituciones culturales como en el sistema educativo (Carrizo, 1953). Entre otras políticas, se estableció el llamado Tren Cultural11, se dispusieron subvenciones a la movilidad de los grupos de teatro capitalinos, se desarrollaron las bibliotecas populares y se creó una Orquesta de Música Popular, así como distintos premios nacionales a las artes o el Concurso Nacional de Teatro profesional (Fiorucci, 2007). También se abrieron ciclos de gratuidad para diversas actividades tanto de alta cultura (por ejemplo, la Orquesta Filarmónica Municipal) como de cultura popular. Esta política se integró al movimiento obrero mediante el soporte a proyectos como el Coro Obrero o el Teatro Obrero Argentino de la CGT (Leonardi, 2008). A nivel industrial, cabe destacar tanto las políticas de promoción mediante subsidios directos como el Decreto-ley N° 21.344 de 1944 (reglamentado en 1947), que determina la obligatoriedad de exhibir películas argentinas de largometraje en todas las salas del país.

			En términos de repertorios estéticos e ideológicos, la política cultural combinó una modernización de la oferta cultural con ciertas derivas autoritarias del aparato de propaganda cultural del gobierno (Leonardi, 2011; Girbal-Blacha, 2012). En las artes, se promovieron manifestaciones de estética realista y figurativa, pero también diferentes intervenciones en el ámbito de la alta cultura y del abstraccionismo (Giunta, 2001). La primera emisión televisiva, realizada el día de la lealtad peronista de 1951 desde el Ministerio de Obras Públicas, es otro acontecimiento que marcaría la política cultural12 (Pauloni y Codoni, 2014). La Orquesta Sinfónica, creada en 1948, convivió con eventos de arte visual, la promoción del cine nacional de autor o el Festival Internacional de Cine de Mar del Plata de 1954 (Ramírez Llorens, 2019). Como parte de una definición de la cultura legítima de cierta apertura, dicha política priorizó a un determinado grupo de artistas e intelectuales sin confinar expresiones subalternas (Fiorucci, 2007).

			No obstante, la intervención del gobierno en la designación de los miembros de la Comisión de Cultura o en la renovación del personal universitario generaron tensiones en el campo cultural (Fiorucci, 2007, p. 7). En 1948 se creó la Junta Nacional de Intelectuales (JNI) de la nueva Subsecretaría de Cultura, un órgano que tuvo como objetivo la agremiación del sector y la promoción artística e intelectual mediante sistemas de becas y subvenciones. Pero la JNI, inscrita en el proyecto peronista de organización política de los trabajadores del campo intelectual, no logró cristalizarse (Adamovsky, 2006; Belloro, 2021) y estuvo caracterizada por la tensión entre los intelectuales peronistas y antiperonistas, quienes interpretaron su existencia como un intento de limitar la autonomía del campo intelectual (Fiorucci, 2007, p. 13; Belloro, 2021, p. 54). En este escenario, durante su período de actividad (1948-1950) la JNI solo se encargó de las relaciones del país con la Unesco, de la regulación de la propiedad intelectual y de la creación de la Orquesta Sinfónica del Estado.

			Tras la reforma constitucional de 1949, la política cultural restringió su capacidad de promoción a la vez que incrementó su intervencionismo. En 1950 la subsecretaría fue transformada en una Dirección de Cultura, su presupuesto se redujo a una tercera parte y diversas direcciones fueron cerradas (junto con la JNI, en 1953). Este proceso reflejó tanto el impacto de la crisis económica de este período como las limitaciones del primer proyecto político-cultural, que se había enfrentado a la oposición de sectores del ámbito cultural, intelectual y mediático (Fiorucci, 2007, p. 26). A partir de este momento se profundizaron las actuaciones del Estado destinadas a controlar academias e instituciones culturales. También se produjeron recurrentes casos de censura y avanzó el intervencionismo en la difusión artística, ensanchando la distancia entre el gobierno y diversos actores del campo intelectual y artístico (Fiorucci, 2007, p. 27; Cammarota, 2010; Maranghello e Insaurralde, 1997; Klein, 1988; Bayardo, 2008, p. 25; Ferreira, 2000).

			La política cultural entre 1955 y 1983: dictadura cultural, movilización social y modernización desarrollista

			La política cultural entre 1955 y 1983 se encuentra marcada tanto por la reorientación llevada a cabo por la llamada “Revolución libertadora” (1955-58) como por las discontinuidades y la represión generadas por el gobierno de José María Guido (1962-63) y las dictaduras de 1966-70 y 1976-1983. En su conjunto, el período estuvo caracterizado por tres elementos: la reducción de la inversión social en el presupuesto del Estado (Falappa y Andrenacci, 2009), la especialización de las políticas de promoción social e industrial –dirigidas ahora a la promoción de una definición folclórica, patrimonialista y conservadora de la identidad nacional–, y la censura y la persecución política de aquellos actores y expresiones que cuestionaran este canon. Esto derivaría en el desmantelamiento de la acción cultural pública ministerial con la última dictadura (Rodríguez, 2015).
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